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RESUMEN 

 

El presente trabajo analiza las políticas públicas agropecuarias  de la administración del presidente  

Santos  a través del análisis de tres documentos que pueden ser considerados como instrumentos 

de política pública.  

Se presentan los antecedentes y la importancia del sector rural para posteriormente realizar una 

comparación del componente agrario entre los planes   de desarrollo 2010-2014 y 2014-2018 

correspondientes a los dos periodos presidenciales de Juan Manuel Santos . Igualmente se analiza 

el informe “El campo colombiano: un  camino hacia el bienestar y la paz”, documento  que  es el 

informe final de la Misión para la Transformación del Campo realizado por el Departamento 

Nacional de Planeación.  

Finalmente se hace una revisión del primer  punto agrario de los Acuerdos de la Habana política 

de desarrollo agrario integral denominado Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural 

Integral (RRI).  

Si bien la expedición por parte del gobierno nacional en mayo del 2016 de  la Directiva 

Presidencial 03  “Lineamientos para la focalización de los recursos de inversión y funcionamiento 

hacia el logro de estrategias conducentes a alcanzar una paz estable y duradera”  en la que se 

ordenó  a todas las entidades que manejan dineros del Presupuesto General de la Nación que 

diseñaran  de acuerdo con áreas específicas, un plan de inversión para implementar los acuerdos 

que se logren con las FARC, muestra que la prioridad del gasto público será el cumplimiento de 

los Acuerdos con las FARC , la paradoja que surge es que estos compromisos corresponden a 

obligaciones por parte del Estado que ya estaban contemplados en la Constitución y la Ley, lo cual 

se deduce al comparar los contenidos de los tres documentos señalados. 



 

 

 

SUMMARY  

This paper analyzes the agricultural public policies of the  President Santos administration through 

the analysis of three documents that can be considered as instruments of public policy. 

 

The background and importance of the rural sector are presented and a comparison of the 

agricultural component between the 2010-2014 and 2014-2018 development plans corresponding 

to the two presidential periods of Juan Manuel Santos is presented. The report "The Colombian 

Field: A Road to Peace and Well-being" is also analyzed, a document that is the final report of the 

Mission for Field Transformation carried out by the National Planning Department. 

 

Finally, a review is made of the first agrarian point of the Havana Agreements,  comprehensive 

agricultural development policy called Towards a New Colombian Field: Integral Rural Reform 

(RRI).While the issuance by the national government in May 2016 of Presidential Directive 03 

"Guidelines for the targeting of investment resources and operation towards the achievement of 

strategies to achieve a stable and lasting peace" in which it was ordered All entities that manage 

money from the General Budget of the Nation to design according to specific areas, an investment 

plan to implement the agreements reached with the FARC, shows that the priority of public 

spending will be compliance with the Agreements with the FARC, the paradox that arises is that 

these commitments correspond to obligations on the part of the State that were already 

contemplated in the Constitution and the Law, which is deduced when comparing the contents of 

the three mentioned documents. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Este trabajo analiza la política pública agropecuaria colombiana del gobierno de Juan Manuel 

Santos  a través de la comparación de tres documentos que pueden ser considerados instrumentos 

de política pública: El Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, el informe de la Misión para la 

transformación del campo elaborado por el Departamento Nacional de Planeación (2015), los 

Acuerdos de la Habana firmados por el gobierno con las FARC en 2015. Y por último se realiza 

un análisis de la Ley 1776 de 2016 por la cual se crean las Zonas de Interés de Desarrollo Rural y 

Económico ZIDRES.  

Las políticas públicas son necesarias para adentrarnos al tema del acuerdo de paz con la Habana 

donde surgen unos antecedentes que son los que dan inicio a estos acuerdos. Sin embargo, a partir 

de los planes de desarrollo, el Documento Visión Colombia II  (2005)  Importancia del sector rural, 

se hace necesario realizar una comparación del componente agrario entre los planes   de desarrollo 

2010-2014 y 2014-2018.  

 

Por todas estas razones expuestas anteriormente, por medio de un comparativo en el que se 

establecen unos criterios de análisis que pretenden informar las diferencias entre los tres 

documentos. De esta manera se puede realizar un ejercicio de prospectiva para identificar las 

condiciones en las cuales se implementará el acuerdo de paz con las FARC, un  escenario donde 

el sector rural juega un papel determinante para el éxito de la política pública de paz, así el efectivo 

desarrollo de las política pública agropecuaria determinará la consecución del objetivo de política 

pública de la paz, dado que el conflicto colombiano se desarrolló en el campo, y su solución 

igualmente se encuentra en el sector rural. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Análisis de la política agropecuaria  

Y acuerdos de la Habana 

 

Existen varias definiciones de políticas públicas: Salazar (1995) las   define como "El 

conjunto de sucesivas respuestas del Estado frente a situaciones consideradas socialmente como 

problemáticas."  Por su parte Roth (2002) considera que las políticas públicas   son "un conjunto 

conformado     por uno o varios objetivos considerados necesarios o deseables y por medios y 

acciones que son tratados, por lo menos parcialmente, por una institución u organización 

gubernamental con el fin de orientar el comportamiento de actores individuales o colectivos para 

modificar una situación percibida como insatisfactoria o problemática." 

Antecedentes  

 

En el 2005 el Departamento Nacional de Planeación , en el  Documento Visión Colombia  

II  (2005)  señalaba que  el crecimiento agropecuario debería ser un motor del crecimiento, de la 

generación de empleo y de la modernización del aparato productivo en los próximos años, y para 

ello, el país debería aprovechar las ventajas que ofrece su geografía, representadas en unos ciclos 

climáticos más continuos, una variedad muy alta de ecosistemas, una oferta excepcional de 

biodiversidad y recursos genéticos, además de abundantes fuentes de agua y gran dotación de 

suelos productivos.  

Esta visión fue incluida en el Plan de Desarrollo 2010-2014 que identificó seis cuellos de 

botella que afectan al sector agropecuario y entre estos están; la baja competitividad y 

productividad de algunos rubros que tienen una contribución importante en el PIB Sectorial, una 



 

 

limitada disponibilidad de infraestructura para el transporte y la comercialización de los productos 

agropecuarios, limitaciones para ampliar y diversificar los mercado, la baja capacidad para 

enfrentar  actores exógenos y estabilizar las inversiones en el campo, la dificultad de la población 

rural para desarrollar su potencial productivos y  los desequilibrios regionales.  

 

Estas situaciones persisten actualmente y  como se expondrá en el desarrollo de este 

documento las estrategias formuladas para superarlas han sido insuficientes, ya que la mayoría 

están orientadas hacia la promoción de la agroindustria y estos son; el Incrementar la 

competitividad de la producción agropecuaria: En este tema continúa la mala utilización de los 

factores productivos, como la tierra y su uso inadecuado en ganadería extensiva, el promover los 

encadenamientos productivos y la agregación de valor: Una de las situaciones que explica del 

sector agropecuario es el atraso de la infraestructura especialmente la del sector vial. La demora 

en la construcción de los proyectos viales no solo obedece a problemas de las condiciones de los 

suelos sino a imprevisión incluso corrupción en los proyectos adelantados, ampliar y diversificar 

los mercados agropecuarios externos e internos: La firma de los TLC ha expuesto a los productores 

a una competencia internacional que protege sus exportaciones, como es el caso de Estados 

Unidos, situación que originó las movilizaciones de campesinos en el 2013, el promover esquemas 

de gestión del riesgo y mejorar las condiciones para las inversiones en el campo: Esta estrategia 

requería la modificación de la restricción de la UAF, y lo que buscaba era brindar mayor seguridad 

a los proyectos agroindustriales, y con la aprobación de la Ley 1776  de 2016 con la que se  crearon 

las ZIDRES se atendió esta situación . 

El mejorar la capacidad para generar ingresos por parte de la población rural: El mejor 

ejemplo para sustentar el fracaso de esta estrategia ha sido el fracaso de los programas de 

sustitución de cultivos ilícitos, ya que frente a la rentabilidad de la siembra de coca, que es vista 

como la caja menor del campesino, ningún producto se ve como alternativa a los cultivos ilícitos., 

que actualmente registran un boom debido a la suspensión de las fumigaciones y programas de 

erradicación manual, frente a la promoción de los cultivos de coca controlados por las FARC  como 

consecuencia de los acuerdos de la Habana. De acuerdo a la Oficina Nacional para el Control de 

las Drogas, ONDCP, de Estados Unidos   las hectáreas cultivadas de coca  en Colombia en 2015 

llegaron a 159.000. Promover la equidad en el desarrollo regional rural: La pobreza en el sector 



 

 

rural persiste, y se requiere incorporar a la institucionalidad los territorios excluidos afectados por 

la Ley 2 de 1959, que hacen parte teóricamente de zonas de reserva forestal, pero que corresponden 

en su mayoría a territorios intervenidos con presencia campesina anterior muchas veces a la misma 

declaratoria de zona de reserva forestal, abandonadas por el estado y sometidas a los grupos 

armados al margen de la ley. Adecuar la institucionalidad para el desarrollo rural y la 

competitividad: La institucionalidad no atiende las necesidades del sector. Incoder no tiene la 

capacidad para cumplir sus funciones, y el Estatuto de Desarrollo Rural no ha sido aprobado. 

Importancia del sector rural  

 

Colombia   es  un país rural, como lo señala el Informe Nacional de Desarrollo Humano 

2011 “Colombia rural, razones para la esperanza”. El sector agropecuario es el principal generador 

de empleos en las zonas rurales. Según el DANE en el 2013, 3,5 millones de personas trabajaron 

en el sector, lo que equivale al 16,9% de la población ocupada total del país, siendo el tercer sector 

que mayor empleo genera, después del sector comercial y del de servicios comunales. En lo 

referente a las zonas rurales, la agricultura representó un 62,6% de los ocupados con más de 2,9 

millones de empleados. ( FINAGRO, 2014). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Gráfico PIB agropecuario PIB Total  

 

Fuente FINAGRO, 2014. 

Comparación del componente agrario entre los planes   de desarrollo 2010-2014 y 2014-

2018 

 

El plan de desarrollo 2010-2014 proponía las denominadas cinco locomotoras del 

crecimiento, que eran  los sectores o actividades económicas que se suponía irían  a definir el 

rumbo de la economía colombiana en los años siguientes: (1) nuevos sectores basados en la 

innovación, (2) agricultura y desarrollo rural (3) vivienda y ciudades amables, (4) desarrollo 

minero y expansión energética y (5) infraestructura de transporte. 



 

 

La tesis de la locomotora agropecuaria señalaba que el crecimiento agropecuario debería 

ser un motor del crecimiento, de la generación de empleo y de la modernización del aparato 

productivo en los próximos años, sin embargo la locomotora Agropecuaria  no puede considerarse 

como una política clara de desarrollo rural, ya que a pesar de que se proponía al sector como una 

de las locomotoras del desarrollo, por encima de esta se priorizó la locomotora minera, sector que 

pareciera es hacia donde se apuesta el crecimiento de la economía, más que hacia el sector 

agropecuario.  Ante la reducción del sector agropecuario, y la necesidad de divisas, la minería se 

presenta como una alternativa económicamente viable para consecución de recursos necesarios 

para adelantar obras de desarrollo. Esta situación se torna particularmente grave, ya que ante la 

adopción por parte del Estado colombiano de un modelo de desarrollo basado en la reprimarización 

de la economía (locomotoras agrícola y minera) no hay garantía para el manejo sostenible del 

ambiente en los territorios de las comunidades rurales en Colombia. 

La ausencia de infraestructura ha sido reconocida por todos los actores, incluida la SAC 

como uno de los factores que inciden en el estancamiento del sector agropecuario, de hecho es la 

primera locomotora de desarrollo prevista en el Plan de Desarrollo de Santos 2010-2014. Se 

requiere mayor inversión en el campo, y es claro que estos recursos no provendrán del sector 

agropecuario sino del minero.   La relación del campesino frente a la minería es contradictoria: Por 

una parte la minería tiene prioridad sobre la actividad agropecuaria al ser considerada una actividad 

de utilidad pública e interés social, por la simple decisión del legislador, a pesar de que la 

agricultura tiene una protección de rango constitucional por lo que también debería tener ese status, 

y por otra se requieren los recursos de la minería para sufragar las inversiones que requiere el 

campo.  A la luz de las  metas  de desarrollo del milenio y comparándolas con las cinco locomotoras 

del desarrollo, la variable ambiental se evidencia  de manera más dominante, e integradora de  

territorios y  actores, en el Plan de desarrollo 2014-2018  con  inclusión del  concepto de 

crecimiento verde como eje transversal.   

El diagnóstico del sector rural realizado para el Plan Nacional de desarrollo 2010-2014 no 

varió en el Plan   Nacional de Desarrollo 2014-2018. En primer lugar la concentración de la tierra 

ha aumentado. En el 2014 el 52% de la tierra en Colombia le pertenece al 1.5% de la población y 

el 78.3% de los propietarios agrarios tienen microfundios. Es así como el Atlas de la Propiedad 

(IGAC, 2012) calcula para el año 2009 un coeficiente GINI para propietarios de 0,885 y uno de 



 

 

tierras de 0,854. De hecho Colombia registra una de las más altas tasas de desigualdad en la 

propiedad rural en América Latina apenas sobrepasado por Brasil y el mundo, con un marcado un 

deterioro de las condiciones de vida del campesinado colombiano.  

El otro conflicto   que se presenta   es el relacionado con el uso actual de las tierras en 

Colombia, el cual  está relacionado con la concentración de la tierra. La actividad agrícola se 

desarrolla en tan solo 4 millones de hectáreas (30% del total disponible), mientras que en ganadería 

se encuentran cerca de 45.7 millones con predominio de la ganadería extensiva generando 

ineficiencia y conflicto en su uso y manejo inadecuado de los recursos naturales, compactación y 

pérdida de nutrientes del suelo y la erosión y alteración de las cuencas.  

Frente a estas situaciones INCODER no pudo avanzar en su solución, en parte por la 

historia de corrupción y complicidad en desplazamiento forzado y despojo que esta entidad mostró 

entre la fecha de su creación en el 2010. Esta entidad no tuvo la capacidad ni la legitimidad para 

adelantar las tareas que la Ley 160 de 1994 le impuso como primer objetivo: “promover y 

consolidar la paz, a través de mecanismos encaminados a lograr la justicia social, la democracia 

participativa y el bienestar de la población campesina”, y se requiere con urgencia una 

transformación y adecuación institucional del sector que debe partir en primer lugar de la supresión 

de INCODER,  la cual fue  anunciada en el Plan  Nacional de Desarrollo  2014-2018,  la cual se 

realizó en diciembre de 2015, y se crearon tres agencias que sustituyeron a la entidad que 

desapareció: La Agencia Nacional de Tierras y la Agencia de Desarrollo Rural. En el 2013 las 

movilizaciones sociales obligaron al Estado colombiano a reconocer la existencia de una crisis en 

el campo, paralela al proceso de negociación con las FARC, donde su primer punto trata sobre el 

sector agropecuario. En ese año, de manera paradójica se presentó la mayor tasa de crecimiento 

del sector (5.5%), por encima del crecimiento del PIB total que fue de 4.7%, explicable por el 

aporte del café tuvo un incremento del 26,9%, ( FINAGRO, 2014) sin el  cual  el sector 

agropecuario no tiene la capacidad para convertirse en un sector que impulse el desarrollo 

económico del país.  FINAGRO(2014)  muestra como el café en el 2012 fue el cultivo que generó 

más empleos directos e indirectos, superando los 807 mil y 1,6 millones respectivamente. 

Igualmente fue el cultivo con mayor área cosechada a nivel nacional  y es el principal 

producto   agropecuario de exportación, que representó aproximadamente el 10% de las 

exportaciones del sector en 2013. Si bien el PIB Nacional muestra una tendencia positiva de 



 

 

crecimiento durante los últimos años, el PIB agropecuario que se ha estancado, por lo que su 

participación dentro del PIB ha disminuido. Por otra parte el gasto público en el sector 

agropecuario, es decir su participación en el presupuesto general de la Nación, ha aumentado.  

Gráfico 1. Participación del gasto público en el sector agropecuario. Fuente: Ministerio de 

Hacienda 

 

Gráfico 1. Participación del gasto público en el sector agropecuario. Fuente: Ministerio de 

Hacienda, 

 

Como se muestra en el gráfico 1 el sector agropecuario en términos porcentuales ha ido 

perdiendo valor dentro del conjunto de la economía nacional, sin embargo es un sector estratégico, 

que requiere protección y promoción, en primer lugar, por cuanto que a pesar del aumento de las 

importaciones de alimentos, la producción nacional, especialmente la originada en el pequeño 

productor campesino, abastece en gran parte a las grandes ciudades, por lo que en términos de 

seguridad alimentaria, cuya protección la Constitución Política de 1991, le ha asignado al Estado, 

es necesario mantener y proteger el sector, que como se vio en el 2013 tiene capacidad de 

movilización y protesta, y que aunque el objetivo de desabastecer a Bogotá no se logró, si obligó 

al gobierno a reconocer que existe una crisis sectorial y a adelantar dos procesos de negociación 

paralelos uno a través del Pacto Agrario y  otro  con los representantes del movimiento Dignidad 

Agropecuaria.  



 

 

El Conpes 113 de 2008, estableció la Política Nacional de  Seguridad Alimentaria y Nutricional 

(SAN) como política de Estado cuyo objetivo es garantizar  el acceso  y consumo de                

alimentos de manera  permanente y oportuna en condiciones de suficiente cantidad, variedad, 

calidad e inocuidad, para lo cual se propone como uno de los objetivos específicos, “promover e 

incentivar la producción nacional de alimentos de la canasta básica de manera sostenible y 

competitiva, que permita garantizar el suministro permanente y estable de los alimentos a la 

población colombiana y participar  en el comercio exterior” (DNP, 2008). En conclusión, a pesar 

del relativo poco peso dentro del conjunto de la economía nacional, en términos de seguridad 

alimentaria la importancia del sector agropecuario es alta, dada su contribución a la producción de 

alimentos, (25 millones de toneladas de alimentos para 40 millones de habitantes  por lo que la 

inclusión de la transformación del campo en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, es una 

decisión acertada, dada la importancia estratégica  del mismo 

 

El informe  “El campo colombiano: un  camino hacia el bienestar y la paz”. 

 

Este  documento  es el informe final de la Misión para la Transformación del Campo, 

elaborado  bajo la dirección  del exministro de agricultura  José Antonio Ocampo  y un equipo de 

13 expertos sobre temas rurales, compuesto por académicos, exministros de agricultura,  

representantes de gremios, y con evidente ausencia de representantes del sector campesino,  y de 

las comunidades indígenas y afrocolombianas. El informe parte de cuatro ideas fuerza: Necesidad 

de fomentar un enfoque territorial participativo, que reconoce una ruralidad diferenciada, las 

ventajas de la asociatividad y a los habitantes rurales como gestores y actores de su propio 

desarrollo. La concepción del desarrollo como un proceso integral, que busca la inclusión, tanto 

social como productiva, de todos los habitantes rurales. Esta visión implica la necesidad de superar 

la visión asistencialista. Las políticas rurales es considerar a los habitantes rurales tanto como 

agentes de desarrollo productivo como sujetos de derechos y, por ende, como plenos ciudadanos. 

La necesidad de promover un desarrollo rural competitivo y ambientalmente sostenible basado, 

ante todo, en la provisión adecuada de servicios y bienes públicos que faciliten el desarrollo de 

actividades tanto agropecuarias como no agropecuarias. El mundo rural es más que lo 

agropecuario, incluye otras actividades, como la minería. 



 

 

Se reconoce la deuda con el mundo rural entendido como un universo que incluye 

actividades agropecuarias como no agropecuarias,  lo que hace parte de la concepción de la  

denominada “nueva ruralidad”. En ese sentido en el documento no se habla de economía 

campesina sino de   agricultura familiar que es un   concepto que abarca a los todos   hogares 

productores   tanto campesinos como indígenas y afrocolombianos que trabajan en la agricultura, 

actividades pecuarias, acuicultura, pesca, silvicultura   y cuyos ingresos de la mano de obra 

familiar. La población   rural es del 30%, por lo que se considera a lo rural como estratégico. Los 

agricultores familiares representan el 87% de los productores agropecuarios y contribuyen con más 

de la mitad del total de la producción   especialmente alimentos y café. Existe una   brecha entre 

el sector rural y el urbano en términos de acceso social a bienes y servicios básicos. La pobreza es 

mayor en el sector rural. Más del 90% de la población rural dispersa es pobre o vulnerable, es decir 

con alta probabilidad de caer en la pobreza, problemas de uso del suelo. 

Frente al diagnóstico anterior se propone entre otras una política de inclusión social 

(educación, servicios públicos – acceso a agua, saneamiento básico-, protección laboral) .Sin 

embargo, el documento reconoce que la inclusión productiva es el reto más importante.  Existe un 

problema de acceso desigual a activos productivos y a servicios y bienes públicos.  Se propone 

que el eje central de la política de desarrollo rural colombiano sea la inclusión productiva de los 

agricultores   familiares como agentes de desarrollo rural. El Informe considera igualmente que la 

diversificación de las actividades productivas debe ser un elemento central de la política de 

desarrollo rural. Se critica como la insuficiente diversificación productiva ha determinado que 

determinadas zonas hayan estado ligadas al sector agropecuario, el cual ha tenido un 

comportamiento “decepcionante” en el último cuarto de siglo, como lo muestra la caída de la 

participación del sector en el PIB, reducción de precios en el sector, y estancamiento de la 

productividad, lo que es una de las causas de los problemas de competitividad que tiene el sector. 

Otros problemas detectados son la falta de una oferta exportable adecuada y diversos problemas 

institucionales como falta de política activa de diversificación de exportaciones, falta de vías 

terciarias y de un régimen de prestación de servicio de adecuación de tierras. 

Igualmente, se señalan problemas de uso del suelo. De 22 millones de hectáreas aptas para 

cultivos   solamente están sembradas solo 7.1 millones. Se presentan conflictos en áreas protegidas.  

Son 3,7 millones de hectáreas que corresponden al 24% de las áreas protegidas de Colombia donde 



 

 

se adelantan actividades agropecuarias. El proceso de descentralización no ha rendido plenamente 

sus frutos en tres área de la política de desarrollo rural: Vías terciarias, asistencia técnica y 

vivienda.  Se aumentó el gasto en subsidios directos (subsidios, compensaciones e incentivos)  a 

costa de inversiones en servicios y bienes públicos.  

El diagnóstico del Informe coincide con  el contenido en el Plan Nacional de Desarrollo 

2014-2018 se presenta lo siguiente: La persistencia de un territorio con grandes vacíos en términos 

de formalización y regularización de los derechos de propiedad y un conflicto (económico, social 

y ecológico) en el uso del suelo;  el bajo desarrollo humano de los pobladores rurales y la falta de 

movilidad social que incrementan las brechas urbano - rurales; la imposibilidad de generar ingresos 

de manera sostenible y de acceder a activos productivos;  la deficiencia en la provisión de bienes 

y servicios sectoriales para la competitividad agropecuaria; la limitada institucionalidad nacional 

y regional para la gestión del desarrollo rural y agropecuario. Adicionalmente, tales limitantes se 

presentan en un contexto nacional de grandes desequilibrios regionales y brechas entre zonas 

rurales. Frente al anterior panorama la Misión propone seis estrategias: Derechos sociales   para la 

Inclusión social  de la población rural, inclusión productiva y agricultura familiar, competitividad 

agropecuaria, sostenibilidad ambiental, ordenamiento y desarrollo institucional, ajuste 

institucional. Respecto al Impacto fiscal de las estrategias (periodo 2016-2030) se propone una 

inversión de 13.034.937 millones de pesos que equivalen tan solo  al  1,2% del PIB. 

 

 

Tabla 1.  Inversiones propuestas Misión para la Transformación del campo 2016-2010. 



 

 

 

Fuente Elaboración propia. 

Como se muestra en la tabla anterior la mayor parte de la inversión   propuesta por la Misión 

para la Transformación del Campo corresponde   a la estrategia de competitividad   en vías 

terciarias. (25,54%) seguida de la de inclusión social (24,64%).  A una tarea tan importante como 

la actualización del catastro tan solo se le asigna   el 1.49% del presupuesto proyectado. 

En cuanto al análisis de las seis estrategias de la Misión para la transformación del campo:  

Estrategia de Derechos sociales   para la Inclusión social   de la población rural, esta 

estrategia se orienta al goce efectivo de los derechos.  Por   lo que se busca mejorar nutrición y 

seguridad alimentaria, cobertura y calidad de Servicios Públicos de educación, salud, acceso a 

vivienda, saneamiento básico, mayor cobertura de mecanismos de protección social y laboral.  

Estrategia   de inclusión   productiva y agricultura familiar, a pesar de su importancia esta 

estrategia tan solo dispone del 9,92% del total de la inversión proyectada para las seis estrategias 

llama la atención el uso del concepto de agricultura familiar como una forma de integrar a 

comunidades campesinas, indígenas y afrocolombianas.  Este tecnicismo   es considerado por 

diferentes organizaciones sociales como un desconocimiento del campesino, concepto que fue 

excluido del censo nacional agropecuario, situación que fue incluida en los denominados Acuerdos   

de Santander de Quilichao del 12 de julio de 2016, en los cuales el gobierno se comprometió a 



 

 

incluir la categoría campesino en el censo nacional que el DANE adelantará entre el 2016 y el 

2017.  

Estrategia de competitividad agropecuaria esta estrategia, cuya importancia es reconocida 

en la participación en más de la mitad del presupuesto proyectado, (52,94%) apunta a la provisión 

de bienes y servicios públicos: Tecnología e innovación, infraestructura física, sanidad e 

información.  

Estrategia de Sostenibilidad ambiental. Frente a esta estrategia se requiere el 

fortalecimiento de las autoridades ambientales en especial las CAR y la Unidad de Parques 

Nacionales, ante el inminente  proceso de sustracción de zonas de reserva forestal, que ampliará 

la jurisdicción de los organismos señalados, tanto por  creación de nuevas áreas protegidas como 

por ampliación de la frontera agrícola. Estrategia de Ordenamiento y desarrollo territorial esta 

estrategia se basa principalmente en la formalización de la propiedad, que requiere una perspectiva 

que garantice a las víctimas del despojo el restablecimiento de sus Derechos.   

Llama la atención que el informe no menciona a las Zonas de Reserva Campesina.  Sin 

embargo en los Acuerdos de Santander de Quilichao suscritos el 12 de junio de 2016 entre el 

gobierno y representantes de las organizaciones sociales de la denominada Cumbre Agraria, se 

suscribió el compromiso por parte de la Agencia Nacional de Tierras de culminar los procesos de 

constitución de Zonas de Reserva Campesina en curso, entre otros puntos. Respecto al enfoque de 

desarrollo  territorial propuesto  existe el riesgo que dado el  diseño de la actual institucionalidad  

del sector rural  que puede ser considerado débil,  la focalización de la intervención se realice con 

criterios no técnicos que no tengan en cuenta  a toda la geografía colombiana sino que se concentre 

en áreas  las  áreas priorizadas  por la agenda política. Estrategia de Ajuste institucional después 

de la liquidación de Incoder en diciembre de 2015, el gobierno no ha sido capaz de poner en 

funcionamiento las agencias que reemplazarían la entidad liquidada. 

El documento Misión para la transformación del campo apunta a solucionar dos situaciones 

que son críticas para garantizar el desarrollo y competitividad del sector agrario: Un programa de 

formalización de tierras al que tan solo se le asigna el 0.6% del presupuesto   y la reactivación del 

programa de vías terciarias,   al que se le asigna la cuarta parte del presupuesto.  Como se recordará 



 

 

el Fondo de caminos vecinales   empezó a ser liquidado en el 1993 y   proceso se culminó en el 

2003. 

Política de desarrollo rural   y acuerdos de la Habana  

 

El punto agrario incluido en los Acuerdos de la Habana firmados en agosto del 2016 entre 

el gobierno del presidente Juan Manuel Santos  y las FARC  oficialmente era el más relevante, sin 

embargo  no se observa ninguna innovación frente al marco legal e institucional existente. En el 

Acuerdo Final   no se habla de reforma agraria sino de reforma rural integral y de desarrollo rural 

integral. Ya el   INCODER  en su plan estratégico 2010-2014  había incluido   el Programa Integral 

de Desarrollo Rural con Enfoque Territorial –PIDERT- con la  cual se propuso superar la 

tradicional intervención dispersa para concentrar sus acciones en poblaciones y zonas geográficas. 

El Plan de Desarrollo 2014-2018 ya trae elementos similares a los del  Acuerdo Final  en materia 

agraria : “La construcción de una paz estable y duradera, la disminución de las brechas territoriales 

y poblacionales en las condiciones de vida, y una población rural más educada, pasa 

necesariamente por la transformación integral del campo colombiano”. El Acuerdo de la Habana 

propone la creación de una nueva jurisdicción agraria, al respecto el Plan Nacional de Desarrollo 

ya señalaba “Crear la Autoridad Nacional de Tierras y fortalecer los servicios de justicia agraria”. 

El Acuerdo de la Habana no tiene en materia agraria nada novedoso salvo la propuesta de prohibir 

la venta de baldíos hasta después de siete años de su adjudicación. 

Respecto al Fondo de Tierras la ANT no ha avanzado el programa de clarificación de 

baldíos  ni en el inventario de baldíos. Tampoco se avanzado en el catastro multipropósito, para el 

cual el Acuerdo establece un plazo de siete años. Ante la  imposibilidad de adquirir las tres millones 

de hectáreas para el Fondo de Tierras dentro de la frontera agrícola se requiere  acudir  a la  

sustracción de  áreas de Zonas de Reserva Forestal  lo que puede comprometer ecosistemas y 

relictos boscosos que serán presionados por  la colonización posconflicto. El Acuerdo destaca 

puntos críticos en la institucionalidad rural, que vive una crisis.  Es lamentable que se haya 

requerido que un actor armado ilegal recordara  a la institucionalidad sus obligaciones. Es una 

paradoja que la guerrilla no luchó para cambiar la institucionalidad existente sino para exigir el 

cumplimiento de las normas vigentes y el accionar del aparato estatal. La institucionalidad rural 

existente no está en capacidad de cumplir los compromisos del acuerdo de paz. 



 

 

El Acuerdo propone la creación de una “instancia de alto nivel que se encargará de la 

formulación de lineamientos generales de uso de la tierra”, desconociendo la existencia de la 

Unidad  de Planificación Rural UPRA cumplirá un papel muy importante en el cumplimiento del 

acuerdo en materia agraria . El acuerdo propone el cierre de la frontera agrícola, zonificando  en 

un plazo de dos años las áreas que tendrán manejo especial. Esto significa la desaparición de la 

figura de Zona de Reserva Forestal, cuyos territorios se ordenarán para determinar áreas de 

protección  para proceder a explotar los territorios cuyo  de acuerdo a la zonificación  así lo permita. 

El reto es para las autoridades ambientales regionales que deberán identificar ecosistemas 

estratégicos para someterlos a algún tipo de protección. Más de un cierre de la frontera agrícola es 

la ampliación de la misma hasta los límites que impongan las áreas de conservación que se 

identifiquen y se declaren.  

Resulta preocupante que la política agropecuaria se concentre en los territorios afectados 

por el conflicto, los cuales según el Acuerdo serán priorizados, “Que la RRI es de aplicación 

universal y su ejecución prioriza los territorios más afectados por el conflicto, la miseria y el 

abandono, a través de programas de desarrollo con enfoque territorial” p. 9. “Priorización: la 

política de desarrollo agrario integral es universal y su ejecución prioriza la población y los 

territorios más necesitados y vulnerables, y las comunidades más afectadas por la miseria, el 

abandono y el conflicto, y hace énfasis en pequeños y medianos productores y productoras.”  p. 

10.  

Los Criterios de priorización de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial 

(PDET),los niveles de pobreza, en particular de pobreza extrema y de necesidades insatisfechas; 

grado de afectación derivado del conflicto; La debilidad de la institucionalidad administrativa y de 

la capacidad de gestión; La presencia de cultivos de uso ilícito y de otras economías ilegítimas  

p.8. Los PDET serán el mecanismo de ejecución en las zonas priorizadas de los diferentes planes 

nacionales que se deriven del Acuerdo.  p. 19. Inicialmente se priorizarán 16  zonas para la 

implementación de Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial . (p. 178). “En aquellos 

municipios no priorizados por ahora para la implementación de los PDET donde se establezcan 

Zonas Veredales Transitorias para la Normalización y Puntos Transitorios para la Normalización 

se implementará un plan de acción inmediata que coordine y ejecute acciones y proyectos para 

reactivar social y económicamente esos territorios” ( p 179). 



 

 

 Los criterios de priorización desconocen a los campesinos que han escapado del conflicto 

y a las economías ilegales. Se viola el derecho a la igualdad de acceso a recursos de inversión 

pública, y se les condena al atraso y a la pobreza por  el simple hecho de haber trabajado 

honestamente en sus parcelas, y se convierten en un estímulo para la siembra de cultivos ilícitos, 

pues el mensaje es claro : el que no tiene cultivos ilícitos no accede a programas de posconflicto,  

además de los recursos propios que genera la actividad ilícita que experimenta un boom reflejado 

en el aumento de áreas sembradas de coca, aumento de precios del alcaloide y garantía de no 

judicialización (4.1.3.4. Tratamiento penal diferencial: p.97 ) . 

El gobierno nacional en mayo del 2016 mediante la Directiva Presidencial 03  

“Lineamientos para la focalización de los recursos de inversión y funcionamiento hacia el logro 

de estrategias conducentes a alcanzar una paz estable y duradera” ordenó a todas las entidades que 

manejan dineros del Presupuesto General de la Nación que diseñen, de acuerdo con áreas 

específicas, un plan de inversión para implementar los acuerdos que se logren con las FARC. En 

la matriz anexa a la directriz referida se destaca en el sector rural  los temas de acceso  y uso a la 

tierra.  



 

 

Matriz de alistamiento focalización de inversión en el sector rural en el posconflicto 

Fuente  Directiva Presidencia  No. 03 del 6 de mayo del 2016.  

 

 

  



 

 

 

Comparación de los tres documentos analizados 

 

Ítems Acuerdo  Plan de Desarrollo Misión para la 

transformación del 

campo. 

 

 

 

Relación paz  - 

sector rural 

La Reforma Rural 

Integral, en adelante 

RRI, sienta las bases 

para la 

transformación 

estructural del 

campo, crea 

condiciones de 

bienestar para la 

población rural —

hombres y mujeres— 

y de esa manera 

contribuye a la 

construcción de una 

paz estable y 

duradera. 

“La construcción de una 

paz estable y duradera, 

la disminución de las 

brechas territoriales y 

poblacionales en las 

condiciones de vida, y 

una población rural más 

educada, pasa 

necesariamente por la 

transformación integral 

del campo colombiano” 

La paz empieza por 

saldar la deuda 

histórica con el 

campo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Enfoque 

territorial  

El enfoque territorial 

del Acuerdo supone 

reconocer y tener en 

cuenta las 

necesidades, 

características y 

particularidades 

económicas, 

culturales y sociales 

de los territorios y las 

comunidades, 

garantizando la 

sostenibilidad socio-

ambiental; y procurar 

implementar las 

diferentes medidas de 

manera integral y 

coordinada, con la 

participación activa 

de la ciudadanía. La 

implementación se 

El enfoque territorial 

está  planteado desde  el 

Plan Nacional de 

Desarrollo 2010- 2014, 

en el cual se enfatizó en 

reconocer las 

diferencias regionales 

como marco de 

referencia para la 

formulación de políticas 

públicas y programas 

sectoriales. 

El enfoque territorial 

participativo adopta 

la concepción de la 

nueva ruralidad, que 

supera la dicotomía 

rural-urbana y 

mira más a las 

relaciones, sinergias y 

complementariedades 

que permiten 

aumentar la 

competitividad y 

cerrar las brechas 

de exclusión de la 

población rural. Este 

enfoque, busca 

atender la diversidad 

socio-económica, 

cultural y ecológica 

de los distintos 

territorios del país 

con estrategias y 



 

 

hará desde las 

regiones y 

territorios y con la 

participación de las 

autoridades 

territoriales y los 

diferentes sectores de 

la sociedad. 

políticas específicas a 

las condiciones de 

cada uno de ellos. 

Parte, 

además, de promover 

a las organizaciones 

locales y sus 

iniciativas, así como a 

las redes de 

cooperación entre 

agentes 

públicos y privados, 

contribuyendo de esa 

manera a construir 

tejidos sociales más 

densos, es decir, a 

construir sociedad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Actualización de 

catastro  

Formación y 

actualización del 

catastro e impuesto 

predial rural: con el 

propósito de 

propiciar el uso 

adecuado, productivo 

y sostenible de la 

tierra, crear un 

sistema de 

información que 

sirva para la 

promoción del 

desarrollo agrario 

integral, incrementar 

el 

recaudo efectivo de 

los municipios y la 

inversión social, 

estimular la 

desconcentración de 

la 

propiedad rural 

improductiva, y en 

general regularizar 

con transparencia la 

propiedad de la 

tierra, 

Contar con un catastro 

moderno en el que la 

formación y 

actualización se lleve a 

cabo con un enfoque 

multipropósito que 

permita la 

individualización de los 

predios rurales con una 

representación gráfica, 

que recoja las 

variables físicas y 

jurídicas de manera 

acertada, y cuya 

información sea 

coherente con el 

registro de la propiedad. 

En materia de 

ordenamiento social 

de la propiedad, el 

primer objetivo debe 

ser entonces el de 

garantizar la 

seguridad jurídica, la 

formalización de la 

propiedad y el 

mapeo de la situación 

jurídica de los predios 

rurales, reconociendo 

y consolidado los 

derechos de 

propiedad 

legítimamente 

adquiridos, creando 

acceso a información 

confiable, oportuna y 

completa que facilite 

a todos las 

transacciones sobre la 

tierra, y 

contribuyendo a crear 

las condiciones para 

un mercado de tierra 

funcional, público y 

transparente. 



 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Formalización de 

tierras 

Plan de 

formalización masiva 

y adelantará las 

reformas normativas 

y 

operativas 

pertinentes, 

garantizando la 

participación de las 

comunidades y sus 

organizaciones. El 

plan deberá contar 

con medidas 

específicas que 

permitan superar los 

obstáculos que 

afrontan las mujeres 

rurales para la 

formalización de la 

propiedad. 

Se debe 

institucionalizar e 

implementar una 

metodología, a cargo de 

una 

entidad del orden 

nacional adscrita 

MADR, que empodere 

a los entes territoriales 

para 

la formalización de los 

predios rurales 

conforme a los 

lineamientos impartidos 

desde el 

nivel nacional. Esta 

metodología debe ser 

implementada por 

barrido predial y de 

forma 

articulada con la 

actualización del 

catastro rural. 

Enfrentar el problema 

generalizado de 

informalidad de la 

propiedad, requiere 

un cambio radical de 

enfoque, pasando de 

una metodología 

basada en solicitudes 

individuales, a una 

formalización que se 

lleve a cabo a través 

de intervenciones 

masivas en el 

territorio por barridos 

prediales 

 
 
 
Jurisdicción 

agraria  

En el marco de la 

jurisdicción agraria 

que se cree, el 

Gobierno se 

asegurará de la 

existencia 

de un recurso ágil y 

expedito para la 

protección de los 

derechos de 

propiedad 

“Crear la Autoridad 

Nacional de Tierras y 

fortalecer los servicios 

de justicia agraria” 

Deberá 

complementarse con 

la creación de una 

Jurisdicción Agraria 

o, en su defecto, una 

especialidad dentro 

de la jurisdicción 

ordinaria, que con 

jueces especializados 

 

Análisis de la Ley  1776 de 2016  por la cual se crean las Zonas de Interés de Desarrollo 

Rural y Económico  ZIDRES 

 

En el Contexto General Constitucional Colombia requiere el desarrollo de proyectos 

agroindustriales como uno de los mecanismos que garanticen   la obligación constitucional de la 

protección   a la producción de alimentos. Sin desconocer el aporte y la importancia de la 

producción de la economía campesina, las ZIDRES son una propuesta que complementa la 



 

 

producción campesina de alimentos, en cumplimiento del artículo 65 de la Constitución Política. 

Las ZIDRES son el desarrollo de las Zonas de Desarrollo Empresarial contenidas en la Ley 160 

de 1994, que junto a la figura de Zonas de reserva campesina ejemplifican   el equilibrio que debe 

existir entre  las economías campesina y la agricultura comercial en una estructura multimodal 

agraria que disminuirá la  concentración de la propiedad, y  donde la agricultura contribuirá  al 

crecimiento y al  uso eficiente del suelo. 

Frente a las disposiciones de la Ley 160 de 1994 que ya preveían   la adjudicación de 

baldíos a empresas agropecuarias en zonas de desarrollo empresarial, la Ley 1776 en su artículo 

13 contempla que para la ejecución de los proyectos productivos  el Gobierno Nacional podrá 

entregar los bienes inmuebles de la Nación bajo modalidades contractuales no traslaticias  de 

dominio cuando se trate de proyectos productivos que integren como asociados al pequeño o al 

mediano productor. El modelo de desarrollo económico de ZIDRE es compatible con el derecho 

al   acceso   progresivo  y la formalización de la propiedad de la tierra de los campesinos,  

trabajadores agrarios, jóvenes y mujeres rurales, y ocupantes tradicionales de bienes inmuebles de 

la Nación. 

En primer lugar, el artículo 25 de la Ley 1776 Artículo 25 prohíbe  que se adelanten 

proyectos de ZIDRES   en predios sometidos a  proceso de restitución de tierras, mientras no exista 

una decisión definitiva en firme por parte del Juez o Magistrado Civil Especializado en Restitución 

de Tierras. Segundo, se protege el derecho de las víctimas del desplazamiento forzado al señalarse 

que solo se podrán declarar ZIDRES  sobre un área en la que pesa una declaración de 

desplazamiento forzado o en riesgo de desplazamiento forzado con el aval del Comité Territorial 

de Justicia Transicional correspondiente. 

Igualmente, la declaratoria de ZIDRES  se realizará  en territorios que deben cumplir unas 

características que hacen inconveniente la normal  titulación  y formalización de baldíos de la 

Nación: Encontrarse aislados  de los centros urbanos más significativos;  que  demanden elevados 

costos de adaptación productiva por sus características agrológicas y climáticas; tener baja 

densidad poblacional; presentar altos índices de pobreza; o carecer de infraestructura mínima para 

el transporte y comercialización de los productos. Titular baldíos en las condiciones anteriormente 

señaladas contribuye a procesos de concentración de la  propiedad, como quiera que no existe 

restricción para la venta inmediata de los baldíos titulados, lo que ha dado lugar a situaciones de 



 

 

acaparamiento de tierras en regiones como la Altillanura, por lo que se insiste que la política de 

titulación de baldíos debe ser modificada. 

Al respecto la Ley 1776 garantiza el cumplimiento del principio constitucional de la 

función social y ecológica, cuando   su artículo 13 señala que la entrega de inmuebles de la nación, 

bajo modalidades contractuales no traslaticias de dominio,   solo tendrá lugar cuando se trate de 

proyectos productivos que integren como asociados al pequeño o al mediano productor. 

Igualmente, el artículo 16 garantiza los derechos del campesino, mujer rural y/o del trabajador 

agrario o poseedor de buena fe, que   cumplan con los requisitos que distinguen al pequeño 

productor y no cuente con título que acredite la propiedad de la tierra sobre la que este desempeña 

sus labores agrarias,   para lo cual  se garantizará la titularidad de  dichos predios mediante un plan 

de formalización de la propiedad de la tierra dentro de las ZIIDRES. Así mismo el artículo 17 

consagra   el establecimiento de un mecanismo de acceso a la propiedad  por parte de  los proyectos 

asociativos que vinculen campesinos, mujer rural y/o trabajadores agrarios sin tierra dentro de los 

tres (3) primeros años de iniciado el proyecto. Las ZIDRES   promueven  un modelo de desarrollo 

rural económico y social basado en la equidad, la sostenibilidad desde el punto de vista ambiental 

y cultural La ley 1776 de 2016  establece  en su artículo 3 como  componentes de los proyectos 

productivos:  Un enfoque territorial que armonice los instrumentos de ordenamiento territorial  con 

los criterios de ordenamiento productivo y social de la propiedad, definidos por la Unidad de 

Planificación Rural Agropecuaria, UPRA y  Un esquema de sostenibilidad ambiental. La inclusión 

de estos enfoques en los proyectos productivos propuestos para las ZIDRES garantizan la 

armonización de las variables ambientales y de ordenamiento territorial en el desarrollo de los 

mismos, y respecto al aspecto cultural se debe destacar que la ley 1776 reconoce al campesino 

como sujeto de derechos, frente a la invisibilización que el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 

y el Informe para la Transformación del Campo hacen   de la categoría campesino. 

La Ley 1776 igualmente reconoce la existencia de otros segmentos poblacionales en el 

sector rural demás de los campesinos. Así se hace referencia a los trabajadores agrarios y se hace 

un especial énfasis a la vinculación y garantía de derechos de la mujer rural. Frente a los derechos 

de los campesinos, la ley 1776 de 2016 en garantista  al exigir la vinculación como asociados al 

pequeño o al mediano productor en  los proyectos que contemplen la entrega de baldíos entregar 

los bienes inmuebles de la Nación bajo modalidades contractuales no traslaticias  de dominio, 



 

 

como arriendo. Frente a  las prerrogativas que se le confieren al sector empresarial la ley contempla  

en su artículo 12  estímulos y exenciones tributarias que  sean compatibles con los estímulos e 

incentivos en materia ambiental A las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, a las 

entidades territoriales, a las entidades de carácter mixto público-privado, a los fondos de pensiones, 

a las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible,  que efectúen  inversiones 

para el desarrollo de proyectos productivos en las zonas rurales prioritarias y la construcción de 

redes de producción, comercialización, procesamiento y consumo de alimentos originados en la 

economía campesina u otra forma de pequeña producción.  Así más que prerrogativas al sector 

empresarial, con las ZIDRES se beneficiarán los entes territoriales entre otros en términos de 

mejoramiento de infraestructura, integración a mercados nacionales e internacionales aumento de 

competitividad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

CONCLUSIONES 

 

Se presenta una comparación entre el primero punto de  los Acuerdos de Paz  en la Habana y el  

documento   el campo colombiano: un  camino hacia el bienestar y la paz, misión para la 

transformación del campo, y las disposiciones  del Plan Nacional  de Desarrollo 2014-2018 en los 

cuales se encuentran similitudes que permiten concluir en primer lugar que el documento de la 

Habana en el punto agrario no se aparta de las propuestas de política pública contenidas  en los 

otros dos documentos. 

La política agropecuaria prioriza la   agricultura comercial.  Así lo demuestra   la aprobación de la 

ley 1776 de ZIDRES, sin embargo todavía existe la amenaza de la minería que se prioriza sobre la 

agricultura, como mecanismo para acceder a los recursos que requiere el país para su desarrollo 

en especial   en un posconflicto que resultará muy costoso de financiar que según cálculos del 

Congreso de la República, su primera etapa e costará al Estado 90 billones de pesos en los primeros 

diez años por lo cual ya se anunció una reforma tributaria. 

Es de   considerar que los objetivos de las ZIDRES coinciden con objetivos constitucionales de 

garantía de derechos de la población rural y de seguridad alimentaria para todos los habitantes, por 

lo cual   no deberían prosperar los cargos de inconstitucionalidad señalados en la demanda que nos 

ocupa. 
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